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1. Del proceso administrativo fiscal.  

 
Respetada Dra. Juliana Rodríguez, 
 
La Auditoría General de la República recibió su requerimiento contenido en oficio allegado en correo 
electrónico del 2 de octubre de 2023, el cual fue radicado en la misma fecha con el número 
02331202302490 y bajo el SIA-ATC 012023000799, en el que consulta lo siguiente: 
 

«Con la inexiquibilidad del Decreto 403 del 2020 respecto al Proceso Administrativo Fiscal, en donde 
establecía claramente la doble instancia en el trámite de este, de acuerdo a las competencia y planta 
de personal de las Contralorías, es decir que obligatoriamente se efectuó la primera y la segunda 
instancia, en concordancia con lo dispuesto en el artículo 47 de la Ley 1437 de 2011, modificado por la 
Ley 2080 de 2011 en su artículo 49A, en donde se estableció que procedía el recurso de reposición, 
apelación y queja, el cual se encuentra vigente actualmente, se consulta lo siguiente: 
 
Si se ordenó, la reviviscencia de la Ley 42 de 1993, específicamente en los articulo 100 al 102 en donde 
se estipula que es el Contralor quien impondrá la multa, y en el caso de las Contralorías 
departamentales, no existe superior jerárquico, anteriormente se aplicaba que solamente se interponía 
recurso de reposición basado en lo anterior; sin embargo con la vigencia de la Ley 2080 de 2021, en 
donde establece las dos instancias, se consulta a cual norma se debe dar aplicación, es decir se debe 
mantener únicamente el de reposición, en el sentido que es el Contralor quien impone la multa no 
tiene superior jerárquico y por lo tanto no se puede dar la doble instancia, o se deberá designar a la 
dirección competente según el organigrama para que adelante la primera instancia y el contralor la 
segunda?.» 

 
Antes de proceder a dar respuesta a lo planteado, debemos indicar que, teniendo en cuenta las 
funciones constitucionales y legales asignadas a la Auditoría General de la República, no puede este 
ente de control tener injerencia en la toma de decisiones que sean de competencia de las entidades 
vigiladas, ya que nos corresponde un control posterior y selectivo de su gestión fiscal; por tanto, nos 
abstenemos de emitir conceptos sobre asuntos o situaciones individuales o concretas que puedan 
llegar a ser sometidos a vigilancia; por lo tanto, se abordará el tema de manera general y abstracta. 
 
Respecto a la función de la AGR, el sentido, alcance, delimitación y competencia del ejercicio del 
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control fiscal en Colombia, la Corte Constitucional se pronunció entre otras en la Sentencia C-1176 
de 2004, señalando: 
 

«Por disposición constitucional, la vigilancia de la gestión fiscal de la Contraloría General de la República 
le corresponde a la Auditoria, sin que por tal circunstancia, ésta pueda convertirse en ente superior 
de aquella en cuanto al direccionamiento de la vigilancia y control fiscal, pues la atribución 
constitucional conferida a la Auditoria solo se restringe a la vigilancia de la gestión fiscal de la 
Contraloría General, según así lo precisa la propia Constitución (…)» (Negrilla fuera de texto). 

 
Es pertinente aclarar que no es resorte legal de la Auditoría General de la República, indicar la 
manera como deben proceder sus sujetos de control y vigilancia fiscal, como lo son las contralorías 
territoriales, dado que no le es posible coadministrar o ser juez y parte en un asunto que le 
corresponde vigilar posteriormente. Teniendo en cuenta nuestra competencia en la vigilancia y 
control, cualquier indicación sobre cómo deben desarrollar sus procesos misionales sería 
coadministración y viciaría la vigilancia y el control fiscal que le corresponden ejercer de manera 
posterior. 
 
Aclarar que de conformidad con las facultades en el Decreto Ley 272 de 2000 «Por el cual se 
determina la organización y funcionamiento de la Auditoría General de la República», es una función 
de la Oficina Jurídica «Emitir los conceptos jurídicos sobre temas de control fiscal y administrativos 
que le sean solicitados por el Auditor General o los requeridos por las demás dependencias del 
organismo», los cuales abordan los temas de manera general y abstracta, sin que tengan el carácter 
de fuente normativa, buscando solamente orientar y facilitar la aplicación normativa jurídica, más 
no la solución directa al problema jurídico planteado, ya que los conceptos que emite la Oficina 
Jurídica de la Auditoría General de la República, se formulan dentro de los parámetros establecidos 
en el artículo 28 de la Ley 1755 de 2015 y no son de obligatorio cumplimiento o ejecución. 
 
Este Despacho para brindar elementos de juicio que contribuyan al debate académico y permitan al 
consultante dilucidar la problemática planteada traerá a colación las normas, jurisprudencia y 
doctrina referentes al tema que se encuentra al alcance de todos, exponiendo algunas 
consideraciones jurídicas, para así emitir un concepto consolidado de manera general y abstracta. 
 
1.Del proceso administrativo sancionatorio fiscal  
 
La Ley 1437 de 2011 como principios que orientan la actuación de las autoridades publicas ha 
señalado que son el debido proceso, igualdad, imparcialidad, buena fe, moralidad, participación, 
responsabilidad, transparencia, publicidad, coordinación, eficacia, economía y celeridad.  
 
A su vez de forma especifica se consagra como principios del proceso administrativo fiscal, el 
principio de legalidad, principio de tipicidad, principio de proporcionalidad, principio de 
razonabilidad, principio del debido proceso, principio de presunción de inocencia, principio de cosa 
juzgada y principio de prohibición de reformar para agravar.  
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El Decreto 403 de 2020 por su parte en el articulo 78 a 88 regulaba lo concerniente al proceso 
administrativo sancionatorio fiscal estableciendo de forma inicial que el mismo, es de naturaleza 
especial, el cual propende por el debido ejercicio de la vigilancia y el control fiscal, la protección del 
patrimonio público y el cumplimiento de los principios constitucionales y legales del control y la 
gestión fiscal.  
 
Este despacho en el concepto 111.097.2023 con SIA-ATC No. 012023000818 se pronunció al 
respecto señalando:  
 

«Por su parte, la Ley 42 de 1993 «Sobre la organización del sistema de control fiscal financiero y los 
organismos que lo ejercen» en el capítulo V SANCIONES, en sus artículos 99-1042 desarrolla 
ampliamente el marco legal del PASF en relación con su trámite administrativo, tipo de sanciones, las 
causales de conductas sancionables, criterios y graduaciones para fijar imposiciones de sanciones, 
entre otros aspectos, dicha norma especial no establece un término específico para el pago de la 
sanción multa en el PASF. 
 
A su vez, la Ley 2080 de 2021, introdujo una serie de modificaciones y adiciones al Capítulo del 
«PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO SANCIONATORIO» de la Ley 1437 de 2011 desarrollando 
precisiones normativas específicas para los procedimientos administrativos sancionatorios fiscales, 
normas que por tener carácter especial para el procedimiento administrativo sancionatorio fiscal, dejan 
de ser supletorias y se tornan en normas especiales para el trámite de los PASF. 
 
Se resalta que dicha norma fijó la regulación de la suspensión provisional en el procedimiento 
administrativo sancionatorio fiscal, facultad exclusiva de la Contraloría General de la República, 
adicionalmente estableció reglas especiales para los recursos en el procedimiento administrativo 
sancionatorio fiscal y carece de término taxativo para la gestión del pago de las sanciones de tipo 
económico. 
 
De manera general, el legislador estableció el proceso administrativo sancionatorio, enmarcado en las 
disposiciones de la parte primera Título III, Capítulo III artículos 47 a 52 del CPACA, que reguló 
taxativamente aspectos del trámite procedimental, en relación a la naturaleza jurídica del proceso 
administrativo sancionatorio, formulación de cargos, normas presuntamente vulneradas y las sanciones 
o medidas que serían procedentes, notificaciones así como también estableció los lineamientos para la 
presentación del escrito de descargos de los implicados, entre otros aspectos sin embargo, no se 
pronunció de manera puntual sobre término para el pago oportuno de la sanción multa en el marco 
del PASF. » (Negrilla fuera de texto) 

 
Ahora bien, teniendo en cuenta lo expuesto, la precitada Ley 2080 de 2021 estableció en su artículo 
7 lo siguiente: 
 

«ARTÍCULO 7. Adiciónese el artículo 49A a la Ley 1437 de 2011, así 
 
ARTÍCULO 49A. Recursos en el procedimiento administrativo sancionatorio fiscal. Contra las decisiones 
que imponen una sanción fiscal proceden los recursos de reposición, apelación y queja. Los recursos 
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de reposición y apelación se podrán interponer y sustentar dentro de los cinco (5) días siguientes a la 
notificación de la respectiva decisión al interesado. 
 
El recurso de reposición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su interposición. 
Cuando se interponga recurso de apelación el funcionario competente lo concederá en el efecto 
suspensivo y enviará el expediente al superior funcional o jerárquico según el caso, dentro de los cinco 
(5) días siguientes a su interposición o a la última notificación del acto que resuelve el recurso de 
reposición, si a ello hubiere lugar. 
 
El recurso de apelación contra el acto administrativo que impone sanción deberá ser decidido, en un 
término de tres (3) meses contados a partir de su debida y oportuna interposición. Si los recursos no 
se deciden en el término fijado en esta disposición, se entenderán fallados a favor del recurrente. 
 
Dentro de los cinco (5) días siguientes a la notificación de la decisión que niega el recurso de apelación, 
se podrá interponer y sustentar el recurso de queja. Si no se hiciere oportunamente, se rechazará. 
 
PARÁGRAFO. Contra las decisiones de simple trámite no procede recurso alguno.» 

 
Ahora bien, lo que se desprende de la citada modificación normativa es asegurar el principio de la 
doble instancia, el cual, como parte de derecho al debido proceso, garantiza al respectivo implicado 
que su trámite será examinado en dos instancias. 
 
Dicho lo anterior, es preciso que las entidades de control fiscal tomen las medidas necesarias para 
adecuar sus funciones y distribuir las competencias de tal manera que se vea garantizado este 
principio constitucional. 
 
Sobre la doble instancia ha dicho al Corte Constitucional1 se transcribe -se transcribe in extenso- lo 
siguiente: 
 

«6.3. De la doble instancia, del debido proceso y del acceso a la administración de justicia. 
 
4.   El principio de la doble instancia esta previsto en el artículo 31 de la Constitución Política, a cuyo 
tenor: “Toda sentencia podrá ser apelada o consultada, salvo las excepciones que consagre la ley”, 
en armonía con el artículo 29 del mismo ordenamiento, que consagra que toda persona tiene 
derecho a “... impugnar la sentencia condenatoria...”.   
  
Dicho principio no sólo se encuentra previsto en los artículos 29 y 31 de la Carta Fundamental, sino 
que también aparece consagrado en las normas de derecho internacional humanitario, 
concretamente, en la Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José) y en el 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, los cuales le otorgan el carácter de garantía 
judicial y de mecanismo de protección, destinado a hacer efectivos los derechos consagrados en el 
ordenamiento jurídico y a velar por la recta actuación de la administración, máxime en aquellos casos 

 
1 Corte Constitucional, Sentencia C-095/03, Expediente D-4172, M.P. Rodrigo Escobar Gil, Bogotá, D.C., once (11) de 
febrero de dos mil tres (2003). 
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en los cuales a partir del ejercicio de sus funciones puede imponer sanciones (v.gr. en los procesos 
penales). 
 
Así, en torno al desarrollo del procedimiento penal, el artículo 8 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos (Pacto de San José), dispone que: "Garantías judiciales. (...) 2. Toda persona 
inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se establezca 
legalmente su culpabilidad. Durante el proceso toda persona tiene derecho, en plena igualdad, a las 
siguientes garantías mínimas: (...) h) Derecho a recurrir el fallo ante juez o tribunal superior". A su 
vez, el artículo 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos establece que: " (...)5. Toda 
persona declarada culpable de un delito tendrá derecho a que el fallo condenatorio y la pena que se 
le haya impuesto sean sometidos a un tribunal superior, conforme a lo prescrito por la ley(...)". 
  
Luego, la misma Convención Americana sobre Derechos Humanos, de manera genérica y en relación 
con todo tipo de procedimientos, determina que: “Artículo 25. Protección judicial. 1. Toda persona 
tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o 
tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales 
reconocidos por la Constitución, la ley o la presente convención, aun cuando tal violación sea 
cometida por personas que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales. 
 
2.     Los Estados partes se comprometen: 
a)    A garantizar que la autoridad competente prevista por el sistema legal del Estado decidirá sobre 

los derechos de toda persona que interponga el recurso; 
b)    A desarrollar las posibilidades de recurso judicial, y 
c)     A garantizar el cumplimiento, por las autoridades competentes, de toda decisión en que se haya 

estimado procedente el recurso”. 
  
Es claro que a partir de la interpretación armónica y sistemática de la Constitución Política y de los 
tratados internacionales de derechos humanos, el principio de la doble instancia se erige en una 
garantía esencial para preservar el debido proceso y, además, para mantener incólume la integridad 
de los derechos e intereses de los asociados. 
 
En esta medida, el principio de la doble instancia se convierte en una garantía constitucional que 
informa el ejercicio del ius puniendi del Estado en todas sus manifestaciones, no sólo cuando se trata 
de la aplicación del derecho penal por los órganos judiciales sino también en el derecho 
administrativo sancionatorio y, específicamente, en tratándose del desarrollo y práctica del derecho 
disciplinario[1]. 
  
5. La doble instancia surgió ante la necesidad de preservar el principio de  legalidad y la integridad en 
la aplicación del derecho, ya que asegura la posibilidad de corregir los errores en que pueda incurrir 
el juez o fallador en la adopción de una decisión judicial o administrativa, y permite enmendar la 
aplicación indebida que se haga por parte de una autoridad de la Constitución o la ley. Con este 
propósito, el citado principio - según lo expuesto -, se constituye en una garantía contra la 
arbitrariedad, y en mecanismo principal, idóneo y eficaz para la corrección de los yerros en que pueda 
incurrir una autoridad pública. 
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6. Es, entonces, indudable que en el origen de la institución de la doble instancia subyacen los 
derechos de impugnación y de contradicción. En efecto, la garantía del derecho de impugnación y la 
posibilidad de controvertir una decisión, exigen la presencia de una estructura jerárquica que 
permita la participación de una autoridad independiente, imparcial y de distinta categoría en la 
revisión de una actuación previa, sea porque los interesados interpusieron el recurso de apelación o 
resulte forzosa la consulta.  
  
La Corte, en relación con el tema, ha determinado que: “[t]radicionalmente se ha aceptado que el 
recurso de apelación forma parte de la garantía universal de impugnación que se reconoce a quienes 
han intervenido o están legitimados para intervenir en la causa, con el fin de poder obtener la tutela 
de un interés jurídico propio, previo análisis del juez superior quien revisa y corrige los defectos, vicios 
o errores jurídicos del procedimiento o de la sentencia en que hubiere podido incurrir el a-quo...”[2]. 
  
7. Por otra parte, el citado principio permite hacer efectivo el derecho de acceso a la administración 
de justicia, ya que éste por su esencia, implica la posibilidad del afectado con una decisión errónea o 
arbitraria, de solicitarle al juez o autoridad competente la protección y restablecimiento de los 
derechos consagrados en la Constitución y la ley[3]. Así mismo, la doble instancia tiene una relación 
estrecha con el derecho de defensa, ya que a través del establecimiento de un mecanismo idóneo y 
efectivo para asegurar la recta administración de justicia, garantiza la protección de los derechos e 
intereses de quienes acceden al aparato estatal[4]. 
  
Por consiguiente, mediante la ponderación y aplicación armónica de estos derechos, se logra 
comprometer a las autoridades públicas en el logro de los fines propios del Estado Social de Derecho, 
entre los cuales, se destacan la efectividad de los principios y derechos consagrados en la 
Constitución, la vigencia de un orden justo y el respeto de la dignidad humana (artículo 2° C.P). 
 
8. Esta Corporación ha sostenido de manera reiterada, que del contenido normativo del artículo 31 
de la Constitución, se deduce que no es imprescindible e imperativa la aplicación de la doble instancia 
en todos los asuntos que son materia de decisión judicial o administrativa, puesto que la ley se 
encuentra habilitada para introducir excepciones, siempre y cuando sean razonables y 
proporcionales, no vulneren el derecho a la igualdad y respeten las garantías constitucionales 
fundamentales del debido proceso, como lo son, los derechos de defensa, de contradicción y de 
acceso a la administración de justicia. De esta manera, la Corte ha sostenido que: 

  
“...la doble instancia, con todo y ser uno de los principales [derechos...] dentro del conjunto 
de garantías que estructuran el debido proceso, no tiene un carácter absoluto, como resulta 
del precepto constitucional que lo consagra (artículo 31 C.P.), a cuyo tenor ‘toda sentencia 
judicial podrá ser apelada o consultada, salvo las excepciones que consagre la ley’ (subraya 
la Corte)....”[5]. 
  

Por otra parte, esta Corporación en relación con los limites que la Constitución impone a la libertad 
de configuración del legislador en tratándose del alcance de la doble instancia y de la adición o 
supresión de los recursos judiciales o administrativos, ha dicho que: 
  

“Así, pues, la consagración de excepciones por parte del Legislador al principio de la doble 
instancia no es una patente de corso que el Constituyente le hubiese conferido. Se trata de 
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una autorización constitucional para ser cumplida sin violar el resto del ordenamiento 
constitucional, particularmente los derechos humanos”[6]. 

  
9.      A partir de las citadas consideraciones, la Corte ha determinado que la posibilidad de apelar una 
sentencia desfavorable y, por ende, de asegurar la existencia de una segunda instancia, no hace parte 
del contenido esencial del debido proceso ni del derecho de defensa, “ (...) pues la propia 
Constitución, en su artículo 31, establece que el legislador podrá consagrar excepciones al principio 
general, según el cual toda sentencia es apelable o consultable...”[7]. Sin embargo, dicha exclusión no 
le otorga al legislador una facultad absoluta para establecer indiscriminadamente excepciones a la 
doble instancia en cualquier tipo de procesos. Ello, en atención a los principios de razonabilidad y 
proporcionalidad, a la vigencia del derecho a la igualdad y a la exigencia constitucional del debido 
proceso sustancial[8]. Con todo, la citada excepción no tiene operancia en materia penal y en los 
procesos de tutela, en atención a la previsión expresa del constituyente (artículos 28 y 86 C.P.). 
  
En este orden de ideas, como lo ha sostenido reiteradamente esta Corporación, las normas que 
introducen excepciones a los derechos fundamentales son de interpretación restrictiva, pues la 
propia Constitución Política les reconoce un orden preferente al darles primacía sobre el resto de 
disposiciones que conforman el ordenamiento jurídico (artículos 5° y 93 C.P), a la vez que su 
protección, vigencia y salvaguarda constituye un fin esencial del Estado[9]. 
  
Por esta razón, la ausencia de consagración explícita en el texto constitucional de una garantía 
procesal en relación con un determinado tipo de procedimiento, no faculta al legislador para regular 
indiscriminadamente dicha garantía, ya que los principios de razonabilidad y proporcionalidad 
conducen a la obligación de velar por la vigencia del contenido material de los distintos bienes 
jurídicos previstos en la Carta Fundamental. Por ello, las exclusiones de las garantías idóneas y 
suficientes para la defensa de los derechos de los asociados en un determinado proceso, deben estar 
plenamente justificadas a partir de un principio de razón suficiente, vinculado al logro de un fin 
constitucional válido. 
  
En otras palabras, tal y como lo ha expuesto esta Corporación, es necesario que al momento de 
establecer alguna excepción al principio de la doble instancia exista algún elemento que justifique 
dicha limitación. Ello, porque “otra interpretación conduciría a convertir la regla (doble instancia) en 
excepción (única instancia)”[10]. 
  
10. En el ámbito administrativo y, específicamente, en el derecho disciplinario, la jurisprudencia 
constitucional ha establecido que las garantías constitucionales inherentes al debido proceso, 
mutatis mutandi, se aplican a los procedimientos disciplinarios, dado que éstos constituyen una 
manifestación del poder punitivo del Estado[11]. Sin embargo, su aplicación se modula para adecuar 
el ejercicio del poder disciplinario a la naturaleza y objeto del derecho disciplinario[12] y, 
especialmente, al interés público y a los principios de moralidad, eficacia, economía y celeridad que 
informan la función administrativa. 
 
11.    Precisamente, en tratándose de la doble instancia en el juicio disciplinario, la Corte ha sostenido 
que dicho principio se constituye en “una garantía suplementaria para quien es investigado 
disciplinariamente, puesto que quien sea sancionado puede impugnar ante el superior jerárquico la 
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decisión”[13]. Con todo, a la luz del artículo 31 de la Constitución Política, la adopción de la doble 
instancia no resulta obligatoria, siempre que exista algún elemento que justifique dicha limitación[14]. 
  
A título de ejemplo, en Sentencias C-017 y C-102 de 1996 (M.P. Alejandro Martínez Caballero), la 
Corte conoció sobre la inexequibilidad de algunos artículos de la Ley 4° de 1990, "Por la cual se 
reorganiza la Procuraduría General de la Nación, se asignan funciones a sus dependencias y se dictan 
otras disposiciones". Según lo dispuesto por esta Corporación, las disposiciones acusadas vulneraban 
el principio de igualdad, cuando de manera irrazonable y sin la presencia de una justa causa, excluían 
la garantía de la doble instancia en juicios disciplinarios adelantados por algunas de sus 
dependencias internas (Procuradurías Delegadas de Derechos Humanos, del Ministerio Público y de 
las Fuerzas Militares), siendo que, la misma ley, en la mayoría de los casos, garantizaba el ejercicio 
del derecho de impugnación. 
  
La doctrina sobre la materia fue precisada por la Corte, en los siguientes términos: 
  

“Esta Corporación consideró entonces, y lo reitera ahora, que el juicio de igualdad en relación 
con el trato diferente que establezca la ley en materia de recursos y garantías procesales debe 
ser estricto, por cuanto es susceptible de afectar el goce de un derecho fundamental como el 
debido proceso. Con base en ese criterio, la Corte no encontró ninguna razón objetiva que 
justificara la consagración de única instancia en los procesos disciplinarios adelantados por el 
procurador delegado de derechos humanos, cuando la misma ley establece doble instancia para 
la mayor parte de los otros procesos disciplinarios.  Para la Corte, el supuesto de hecho relevante 
en estos casos es idéntico, pues en todos los eventos se regula la investigación de una falta 
disciplinaria, por lo cual la consagración de los recursos, y en particular de la doble instancia, 
debió ser igual. La Corte consideró que ni la gravedad de la falta, ni la calidad de los funcionarios 
investigados, ni ninguna razón de tipo orgánico-funcional, justificaban esa exclusión de la doble 
instancia, por lo cual ella era violatoria del principio de igualdad (...) 
  
Las restricciones de la doble instancia consagrada por las normas impugnadas son entonces 
irrazonables y, por ende, son discriminatorias y violan el principio de igualdad. Ellas serán 
entonces declaradas inexequibles en la parte resolutiva de esta sentencia. Como es obvio, el 
efecto de esa declaratoria de inconstitucionalidad es que las sanciones disciplinarias impuestas 
por estos procuradores delegados, que hasta este momento eran de única instancia, podrán ser 
apeladas ante el Procurador General de la Nación pero, por elementales razones de seguridad 
jurídica, el efecto de esta sentencia será únicamente hacia el futuro. Por ende se extenderá 
únicamente a las sanciones disciplinarias que impongan estos procuradores delegados a partir 
de la notificación del presente fallo (...)”[15]. 

 
12.    De conformidad con lo expuesto, el legislador puede excluir determinadas actuaciones 
disciplinarias de la garantía de la doble instancia, si se presenta una razón suficiente que lo justifique 
y, en los demás casos, debe consagrar la apelación, como medio de impugnación, con estricta 
sujeción a los principios constitucionales. Ello con el objetivo de asegurar que su regulación se 
convierta en una autentica garantía del imputado frente al ejercicio del ius puniendi del Estado. 

 
13.    En consecuencia, resulta comprensible y razonable que, a la luz de la Constitución (artículos 29 
y 31), se consagre como regla general la doble instancia en la regulación de todo procedimiento 
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sancionador, ya que se trata de una garantía para asegurar la legalidad en el ejercicio del ius puniendi 
y, además, salvaguardar la vigencia efectiva de los derechos fundamentales.» 

 
Ahora bien, en aquellos casos en los cuales derivado de la imposibilidad material de distribuir las 
funciones atribuidas a los organismos de control fiscal es aplicable lo señalado en el CPACA en su 
artículo 74 que reza: 
 

«ARTÍCULO 74. Recursos contra los actos administrativos. Por regla general, contra los actos 
definitivos procederán los siguientes recursos: 
 
1. El de reposición, ante quien expidió la decisión para que la aclare, modifique, adicione o revoque. 
 
2. El de apelación, para ante el inmediato superior administrativo o funcional con el mismo propósito. 
 
No habrá apelación de las decisiones de los Ministros, Directores de Departamento Administrativo, 
superintendentes y representantes legales de las entidades descentralizadas ni de los directores u 
organismos superiores de los órganos constitucionales autónomos. 
 
Tampoco serán apelables aquellas decisiones proferidas por los representantes legales y jefes 
superiores de las entidades y organismos del nivel territorial. (…) (Negrilla propia)» 

 
En ese orden de ideas, es dable entender que en aquellas entidades de control en donde 
directamente sea el Contralor quien imponga las sanciones, al no existir superior jerárquico, 
solamente será aplicable el recurso de reposición. 
 
En los anteriores términos consideramos atendidas sus inquietudes, esperando haber dado claridad 
sobre las mismas. El presente concepto se emite en los términos del artículo 28 de la Ley 1437 de 
2011 (CPACA) sustituido por el artículo 1º de la Ley 1755 de 2015 2015 “Por medio de la cual se 
regula el Derecho Fundamental de Petición y se sustituye un título del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”, con carácter orientador tal como lo determina 
la Sección Cuarta de la Sala de lo Contencioso Administrativo de Consejo de Estado en Auto del 19 
de mayo de 2016 dentro del expediente radicado 20392 - 25000-23-37-000-2012-00320-01:  
 

«… el artículo 253 del Decreto 01 de 1984 (hoy regulado en términos similares por el artículo 28 de la 
Ley 1437 de 2011) prevé la consulta como una forma de ejercer el derecho de petición. La respuesta 
que da la administración se llama concepto y, en general, nace de la obligación de atender solicitudes 
de información sobre las materias que tiene a cargo. Los conceptos sirven para orientar a los asociados 
sobre alguna cuestión que puede afectarlos. Pero eso no indica que siempre se trate de una 
manifestación unilateral de voluntad y, por ende, capaz de producir algún efecto jurídico general y 
abstracto. De hecho, los conceptos que emite la administración en relación con las materias que 
tienen a cargo no comprometen su responsabilidad ‘ni serán de obligatorio cumplimiento o 
ejecución» (Negrilla fuera de texto) 

 

Los conceptos de la Oficina Jurídica de la Auditoría General de la República relacionados en el 
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presente concepto pueden ser consultados en nuestra página web www.auditoria.gov.co, siguiendo 
la ruta http://www.auditoria.gov.co/web/guest/auditoria/normatividad/conceptos-juridicos 
 
Para este Despacho es importante conocer la percepción sobre la atención brindada, para lo cual, 
adjunto a la presente encontrará un formato de encuesta para que lo diligencie y nos lo remita a la 
dirección de correspondencia: Avenida Calle 26 No. 69-76 torre 4 (agua) pisos 17 y 18 Edificio: 
Elemento en la ciudad de Bogotá D.C., o a los correos electrónicos jurídica@auditoria.gov.co y 
jdsinisterra@auditoria.gov.co. Si para usted resulta más cómodo, también puede diligenciarla de 
manera virtual a través de nuestra página web www.auditoria.gov.co  ingresando por el botón SIA, 
seleccionando la opción SIA ATC ATENCIÓN AL CIUDADANO, estando allí, seleccione el botón 
Encuesta de Satisfacción e ingrese los dígitos del código SIA-ATC que aparecen en la referencia de la 
presente comunicación y la contraseña: 3faf7d1d, también puede consultar su solicitud 
seleccionando el botón Consultar Solicitud ingresando igualmente el mismo código SIA-ATC y 
contraseña. 
 
Atentamente, 
 
 
 
PABLO ANDRES OLARTE HUGUET 
Director Oficina Jurídica 
 
Anexo: Formato encuesta de satisfacción 
 

 Nombre y Apellido 

Transcrito por: Juan David Sinisterra Perlaza 

Revisado por: Pablo Andrés Olarte Huguet 

Aprobado por: Pablo Andrés Olarte Huguet 

Los arriba firmantes declaramos que hemos revisado el documento y lo encontramos ajustado a las normas 
y disposiciones legales vigentes y por lo tanto, bajo nuestra responsabilidad lo presentamos para la firma. 
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